Justicia constitucional a debate


	Sentencia SU-191 del 2022. Acceso a la información sobre casos de abuso sexual infantil en la Iglesia católica

	Personas participantes 

	·  Gloria Stella Ortiz Delgado, ex magistrada de la Corte Constitucional 
· Hernán Alejandro Olano García, Defensor del Vínculo y Promotor de Justicia Diocesano de la Diócesis de Fontibón y rector de la UNICOC 
· Juan Carlos Upegui Mejía, docente investigador de la Universidad Externado de Colombia.

	Principales puntos abordados en las presentaciones y en la discusión

	· Gloria Stella Ortiz Delgado, ex magistrada de la Corte Constitucional 
· Hechos del caso: Un periodista ha llevado a cabo 7000 investigaciones sobre abuso sexual cometido por sacerdotes católicos contra menores de edad desde el año 2000. Su trabajo incluye artículos, libros y estudios de campo dedicados a esta investigación. En 2018, solicitó información a la diócesis de Medellín sobre el estado de las investigaciones contra algunos sacerdotes. La solicitud fue parcialmente atendida en 2020 y luego presentó otra solicitud relacionada con 67 sacerdotes, que también fue respondida parcialmente. Interpuso una acción de tutela y la Corte Constitucional seleccionó el caso en 2020. En 2021, hizo otra solicitud a la arquidiócesis, que alegó haber respondido a sus peticiones en múltiples ocasiones y que la Corte Constitucional ya había resuelto el asunto.
· Este es un caso que llegó a la Sala Plena de la Corte Constitucional por medio de solicitud del propio actor, pero que nosotros consideramos que era importante, pese al precedente que está constituido en sala de revisión. El resultado fue una decisión unánime, y las aclaraciones de voto que hay son dirigidas a fortalecer la ponencia en una posición constructiva, y no hubo ningún salvamento de voto respecto de esta decisión. 
· La Corte Constitucional analizó si el caso tenía cosa juzgada y llegó a la conclusión de que no, ya que había hechos nuevos y distintas pretensiones que permitían al juez constitucional conocer el asunto de fondo, teniendo en cuenta que las víctimas que se pretende proteger son menores de edad. 
· La sentencia se enfocó en la importancia de proteger a las víctimas menores de edad en relación del principio pro infance y la libertad de información en la investigación de temas relevantes para la sociedad. 
· En el caso específico, se llega a la conclusión de que se debe otorgar mayor peso a la hora de evaluar las averiguaciones del periodista, ya que pueden afectar la intimidad de personas involucradas en organizaciones privadas y acceder a datos semi públicos sujetos a reserva. Sin embargo, se reconoce que el periodista tiene un interés legítimo debido a la relevancia social de la información, especialmente considerando el papel social de los sacerdotes en el bienestar de la comunidad, como cuidar ancianos y educar niños. Por tanto, aunque los datos pueden ser considerados semi privados, deben estar sujetos al control social debido a su importancia y la protección de la información prevalece sobre la búsqueda de la misma.
· La decisión de la Corte Constitucional consistió en revocar la decisión de segunda instancia que consideraron improcedente, y confirmar parcialmente la decisión de primera instancia que ordenó a la arquidiócesis responder a los argumentos del periodista, ya que no tenían apoyo constitucional para no hacerlo. La Corte dio al periodista dos alternativas de respuesta: una que abarque 30 años atrás y otra que detalle la información específica de los 908 sacerdotes. 
· Hernán Alejandro Olano García, Defensor del Vínculo y Promotor de Justicia Diocesano de la Diócesis de Fontibón y rector de la UNICOC
· La doctora Gloria ha mencionado el principio pro infance, que ha sido definido en fallos anteriores del magistrado Piza Escalante de Costa Rica. Este principio sería muy efectivo para verificar conductas elusivas, como en el caso del obispo de Medellín, donde está plenamente probado dentro de la sentencia que se ha justificado la entrega de información. Por otro lado, consideró que también es importante abordar el punto relativo a los sacramentos, como el secreto de confesión, que está presente en los siete sacramentos, y podría ser relevante en estos casos.
· Del mismo modo, consideró que hizo falta el artículo 13 de la Convención Americana, así como otros documentos de nuestro bloque de convencionalidad. Entre ellos, menciono el caso Tristán Donoso contra Panamá, que aborda la denuncia del uso de interceptaciones ilegales. Estos documentos pueden ampliar y enriquecer la interpretación sobre la protección de los derechos de los niños y niñas, garantizando las medidas necesarias en su condición de menores por parte de su familia y la sociedad, tal como lo establece el artículo 19 de la Convención.
· En la sentencia faltó un punto importante, se menciona que también se analizó el artículo 24 de la ley 1437, modificado por el artículo primero de la ley 1752 1015, así como una autorreferencia a una sentencia previa de la Corte Constitucional relacionada con el secreto profesional. Es importante destacar la decisión en los casos vinculados, especialmente en lo que respecta a la máxima divulgación de información, reconocida en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Esta máxima divulgación prevalece por encima del derecho de los niños, niñas, adolescentes y personas en situación de vulnerabilidad frente a abusos. La sentencia tiene una relevancia significativa para la Iglesia Católica y el público en general, y se espera que tenga un impacto importante en la protección de derechos y la divulgación de información sobre abusos.
· Juan Carlos Upegui Mejía, docente investigador de la Universidad Externado de Colombia.
· Expuso tres enfoques de dogmática constitucional: 
· El primero aborda la compleja cuestión sobre qué derecho tutela la Corte, donde se entrelaza de manera particular el derecho de petición con el derecho a la información. El caso es difícil, ya que un periodista solicita información a una entidad privada con un régimen especial, como lo es la Iglesia Católica. Aunque el derecho de petición puede ejercerse frente a particulares, la ley estatutaria exige que el propósito de la solicitud sea proteger otro derecho fundamental, que en este caso es el derecho a la información. Sin embargo, el derecho a la información no puede ejercerse directamente entre particulares, como en el caso de archivos privados. La Corte resuelve este dilema mediante una mezcla dogmática interesante, combinando elementos del derecho de petición y del derecho a la información para lograr una solución adecuada.
· El segundo tema clave en este caso es la naturaleza de la información solicitada, ya que se trata de datos privados de la Arquidiócesis de Medellín y de personas individuales. Sin embargo, la Corte argumenta que existe un interés público en esta información basado en tres elementos: la obligación de proteger a niños y adolescentes contra la violencia; sancionar a los responsables; el reconocimiento de la iglesia; y sus miembros como sujetos de relevancia pública debido a su actividad y posición en la sociedad.
· El tercer elemento relevante en esta sentencia es el contexto internacional, donde se ha debatido y revelado información sobre este tema en diferentes manifestaciones de periodismo de investigación y denuncias a nivel global. APor último, la Corte descarta el uso de la metodología de ponderación y opta por aplicar la metodología atópica para resolver este caso, permitiendo la entrega de la información solicitada debido a su interés público.

	Preguntas formuladas por la moderación y el público y puntos importantes de las respuestas

	(No hubo tiempo para responder las preguntas, solo se dejaron en el aire).

· ¿Cuál es la tensión en la ponderación utilizada en la sentencia? Me da la impresión de que se enfoca en el alcance del derecho a la información, pero queda corto frente a los demás derechos expuestos. 
· ¿Cómo ha sido el cumplimiento de la orden y cuál ha sido la información de la que habla la arquidiócesis con relación a lo que pedía el periodista?
· ¿Es suficiente la información aportada para la investigación que lleva a cabo el periodista?

	Cita de frases importantes dichas por los invitados.

	· Gloria Stella Ortiz.
· “La libertad de informar es fundamental en la democracia y la Corte Constitucional de hecho ha llegado a la conclusión que es una de esas libertades que conforman nuestro Estado Social de Derecho”.
· “Con la libertad de información se tiene la posibilidad de que usted forme criterio, de que usted decida, de que usted esté informado”.
· Hernan Olano. 
· “La sentencia tiene una relevancia significativa para la Iglesia Católica y el público en general, y se espera que tenga un impacto importante en la protección de derechos y la divulgación de información sobre abusos.

	Principales conclusiones del panel/conferencia.

	· Hernan Olano. 
· Crítica: En la sentencia que hemos expedido como honorable Corte Constitucional, hemos reiterado nuestra jurisprudencia pacífica y constante respecto a la libertad de información y acceso a la información, así como los derechos de los niños, niñas y adolescentes. No obstante, siento que se ha omitido abordar en mayor profundidad el Código de Derecho Canónico, el cual ha sido modificado en varias ocasiones, incluyendo temas sobre personas en incapacidad de resistir abusos dentro de la iglesia. Esta falta de análisis limita la amplitud de nuestra sentencia, ya que podría haber tenido un alcance más extenso en otras arquidiócesis y diócesis del país, donde también se han presentado investigaciones relacionadas con abusos de sacerdotes, tanto católicos como de otras iglesias cristianas que tienen convenios de derecho público interno con el Estado. Considero que es importante tener en cuenta estas circunstancias para asegurar una protección efectiva de los derechos en todas las instancias eclesiásticas involucradas.



	Sentencia SU-213 del 2022. Nulidad electoral de la elección del Alcalde de Girón, Santander.

	Personas participantes 

	· Antonio José Lizarazo Ocampo, Magistrado de la Corte Constitucional 
· Pedro Pablo Vanegas Gil, Magistrado de la Sección Quinta del Consejo de Estado 
· Paula Robledo Silva, docente investigadora de la Universidad Externado de Colombia.
· Carolina Rico Marulanda, docente investigadora de la Universidad Externado de Colombia

	Principales puntos abordados en las presentaciones y en la discusión

	· Pedro Pablo Vanegas Gil, Magistrado de la Sección Quinta del Consejo de Estado 
· El caso se trata de la elección del alcalde de Girón, Santander en el periodo constitucional 2020-2024, donde se formó una coalición de 167 partidos para apoyar al candidato electo. Sin embargo, se presentaron demandas alegando doble militancia por parte del alcalde, quien había apoyado a candidatos de otra agrupación política. El elegido se defiende diciendo que él no había renunciado al partido con antelación y que por lo tanto él no estaba en la obligación de apoyar a ese candidato del partido alianza verde porque no pertenecía a él y por supuesto gozaba de algún margen de libertad para apoyar a cualquier autor porque todo caso eran candidatos que hacían parte de su misma coalición de su misma coalición
· El tribunal administrativo inicialmente negó la solicitud de anular la elección, expuso que el demandante había renunciado a su colectividad y a su curul como concejal que no sea mostró que hubiese apoyado a candidatos de la gobernación y que por lo tanto pues no se cumplían los presupuestos para declarar nula su elección. Pero el Consejo de Estado en segunda instancia declaró la nulidad basándose en el formulario de inscripción de la candidatura y el acuerdo de coalición que exigía el apoyo exclusivo a candidatos del partido Alianza Verde.
· No conforme con la decisión, el alcalde presentó una acción de tutela argumentando vulneración de derechos, pero la sección cuarta del Consejo de Estado rechazó la tutela. Luego, la subsección de la sección tercera del Consejo de Estado revocó la decisión de la primera instancia y ordenó emitir un fallo de reemplazo. En el proceso, se plantea la importancia de evaluar la tutela contra providencias judiciales y el choque de trenes en el ámbito judicial.
· Resalta que en Colombia hay un problema relacionado con la abundancia de normas constitucionales en materia electoral y la falta de una legislación adecuada y moderna en forma de un código electoral. Se menciona la dispersión normativa y la falta de claridad sobre qué normas aplicar en ciertos casos. Se destaca que a veces los legisladores aprueban leyes y luego se molestan cuando estas deben aplicarse, lo que puede generar incertidumbre y complejidad en la aplicación de las normas. Además de la importancia de la jurisprudencia anunciada, que en ocasiones se ha utilizado para complementar las normas y resolver vacíos en la legislación. Por ejemplo, se menciona el caso de la inhabilidad del artículo 179 numeral 5, donde el Consejo de Estado ha tenido que interpretar la norma para determinar el momento en que aplica la inhabilidad.
· Antonio José Lizarazo Ocampo, Magistrado de la Corte Constitucional 
· sostiene que la jurisprudencia ha realizado una interpretación que considera contraria a la Constitución y a los derechos fundamentales de los ciudadanos a participar en la conformación del poder político. Además, se argumenta que la regulación del legislador estatutario no ha sido aplicada adecuadamente en este contexto.
· La cuestión se vuelve más compleja debido a que en este tema están en juego aspectos fundamentales. Por un lado, se resalta el régimen de los partidos y movimientos políticos, y se plantea la importancia de garantizar su autonomía y disciplina interna. Por otro lado, se destaca el derecho fundamental de los ciudadanos a participar en la conformación del poder político, lo que se considera un ejercicio de soberanía. la regulación de los partidos políticos y el derecho a participar en el poder político, están protegidas por la reserva de ley estatutaria. Esto significa que se requiere una ley específica para su regulación, lo que agrega un grado adicional de dificultad en su tratamiento jurídico.
· El magistrado dice que el factor agravante es la existencia de tres estatutos de partidos políticos en Colombia, y los últimos no han revocado los anteriores. Esto implica que se deben realizar interpretaciones para determinar qué disposiciones están vigentes y cómo aplicarlas adecuadamente.
· El primer estatuto de partidos del año 1985 se emitió bajo la inspiración de la Constitución de 1986, cuando todavía existía una prohibición prácticamente de organizaciones políticas. Sin embargo, en la práctica, ya existían partidos políticos. Con la Constitución de 1991, se consagró el principio de libertad para los partidos políticos, pero a la vez se les prohibió al legislador inmiscuirse en sus asuntos internos. El tercer estatuto, emitido después de las reformas del 2013 y 2009, eliminó la prohibición de inmiscuirse en los asuntos internos, incorporó el principio democrático y estableció restricciones en materia disciplinaria, siempre referidas a los estatutos de los partidos y la prohibición de doble militancia, entre otras restricciones.
· La prohibición de doble militancia, donde el legislador amplió la restricción y en el debate en el congreso se tuvo en cuenta que se estaban estableciendo restricciones intensas en la participación electoral. Sin embargo, la ley no es clara en cómo probar la doble militancia, y los jueces han asumido la tarea de definirlo, lo que plantea interrogantes sobre quién debe disciplinar a los militantes de los partidos.
· Paula Robledo Silva, docente investigadora de la Universidad Externado de Colombia.
· La Corte Constitucional reconoce que ha tenido pocas oportunidades para pronunciarse sobre los temas en cuestión, lo que la lleva a basarse principalmente en la jurisprudencia del Consejo de Estado, un órgano de cierre en la jurisdicción contenciosa. Se destacan cuatro reglas relevantes para la inscripción de candidaturas, como la necesidad de que sea realizada por el representante legal del partido o por su delegado, con juramento de pertenencia al partido y mención de los partidos que integran la coalición. Además, el candidato sigue siendo parte de su partido original, a pesar de la coalición. La doble militancia es considerada una prohibición relevante para el sistema democrático. La Corte no encuentra que los cargos presentados por el demandante prosperen, ya que el formulario de inscripción fue considerado un medio idóneo para probar la filiación partidista. 
· Carolina Rico Marulanda, docente investigadora de la Universidad Externado de Colombia
· La Corte Constitucional ha sido un poco flexible en el análisis de los temas de carácter electoral. Ahora bien, está sentencia es muy interesante porque genera más preguntas y dudas de quienes tienden a aspirar a ser candidatos. Sin embargo, la doctora se refiere a tres puntos referidos con base en la sentencia. En primer lugar, se debe cuestionar la exigencia de una tarifa legal para determinar a qué partido pertenece un candidato en el acto de inscripción, ya que este proceso tiene un alcance significativo en términos de representación política y declaración de voluntad del candidato. Además, la inscripción permite a los ciudadanos identificar qué partido representa el candidato en el futuro. En segundo lugar, se debe plantear la importancia y los retos que las coaliciones políticas generan en la regulación electoral. Aunque las coaliciones han existido antes de su reconocimiento expreso en 2009, no pueden implicar un régimen distinto que permita eludir las reglas de prohibición y doble militancia establecidas para el fortalecimiento de los partidos políticos. Por último, se cuestiona la idea de privilegiar la interpretación menos restrictiva de los derechos políticos, argumentando que se debe favorecer la representación política que beneficia a la sociedad en general, y no solo al candidato.

	Preguntas formuladas por la moderación y el público y puntos importantes de las respuestas

	· ¿De qué manera está sentencia de unificación contribuye con los propósitos de disminución de la fragmentación política, si lo hace la depuración y el fortalecimiento de los partidos que caracteriza el régimen de las coaliciones electorales en Colombia?
· Magistrado Lizarazo. La regulación de las coaliciones se ha establecido de manera detallada en el ordenamiento jurídico, lo cual es ajustado a la Constitución. Aunque algunos consideran que existe un vacío normativo, el magistrado opina que las normas son claras y aplicables a las coaliciones, ya que estas son agrupaciones temporales con el objetivo de lograr representación democrática. Las reglas electorales y las del sistema de partidos pueden influenciarse mutuamente, pero en el caso de las coaliciones, no se afecta la independencia de los partidos involucrados, ya que no están comprometidos a continuar juntos en el futuro. En general, las reglas de coaliciones han contribuido eficazmente a la representación democrática.
· ¿Hay un precedente en la jurisdicción de lo contencioso aplicable al caso en concreto?
· La aborda Carolina Rico en su exposición.
· ¿Cuáles son los temas importantes en el momento de la inscripción de candidaturas teniendo en cuenta la prohibición de la doble militancia y las coaliciones políticas teniendo en cuenta la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
· Paula Robledo. Ella destaca la importancia de la jurisprudencia del Consejo de Estado como fuente para la Corte Constitucional en temas electorales debido a la escasa oportunidad que ha tenido la Corte de pronunciarse sobre estos asuntos. La Corte resalta cuatro reglas relevantes: la inscripción de candidaturas debe ser realizada por el representante legal del partido o una persona delegada por él; la firma del formulario de inscripción, que implica aceptar la candidatura bajo juramento y formar parte del partido o movimiento que lo postula; el formulario los partidos que integran la coalición; y que el candidato nunca deja de pertenecer a su partido original, a pesar de estar en una coalición. La inscripción debe ir acompañada de los avales y cumple una función importante en el sistema democrático y en la prohibición de doble militancia. La corte determinó que no prosperaron los cargos presentados por el demandante, ya que el formulario de inscripción era el medio adecuado para probar la filiación partidista del candidato. Esto contrasta con la postura del doctor Lizarazo.

	Cita de frases importantes dichas por los invitados.

	· Pedro Pablo Vanegas.
· “Cómo diría nuestro querido profesor mayor en derecho electoral, el doctor Augusto Hernández, tenemos cierta perversión en Colombia por demandar las elecciones”.
· “En Colombia estamos frente a lo que llamarían un superávit de normas constitucionales en materia electoral y un déficit legislativo”.
· Antonio Lizarazo
· “Lo que quiero es provocar el debate de una manera mucho más radical porque están en juego cuestiones esenciales del sistema demócrata participativo”.
· Paula Robledo
· “Surgen preguntas en torno a la seguridad jurídica, se debe tener claridad”.

	Principales conclusiones del panel/conferencia.

	· Antonio Lizarazo.
· La corte, en su decisión, ha recurrido a jurisprudencia de distintas épocas sin establecer diferenciaciones adecuadas y ha utilizado normas de épocas pasadas, lo que ha generado confusión en la interpretación actual. Por ejemplo, se menciona el artículo 93 de la constitución, que corresponde a una época donde no existían partidos organizados como en la actualidad.
· Paula Robledo.
· Resulta llamativo que la doble militancia por apoyo en coaliciones no esté expresamente prevista en la ley. Existe un vacío legal que restringe los derechos políticos, lo que lleva al doctor Lizarazo a hacer un salvamento de voto junto con el doctor Alejandro Lina en esta ocasión. Se hace referencia a un recuento jurisprudencial de la Sección Quinta del Consejo de Estado, donde se señalan tres sentencias relevantes: la primera del 24/12/2020 establece que no se incurre en doble militancia si se apoya a otro partido de la coalición, siempre que el partido origen no tenga candidato. La segunda sentencia del 03/12/2020 agrega un elemento adicional a la anterior y permite apoyar a un candidato de la coalición si el partido de origen no tiene candidato, pero siempre que se haya dejado en libertad al candidato para apoyar a otro partido. La tercera sentencia del 14/10/2021, como resultado de una orden de la Sección Tercera del Consejo de Estado, parece agregar otro elemento relevante, pero el fragmento no especifica cuál. Estas sentencias muestran cómo el tema de la doble militancia en coaliciones ha sido objeto de análisis en la jurisprudencia y la interpretación de la ley.
· hay dificultades para establecer reglas claras a partir de las diferentes sentencias relacionadas con la doble militancia en coaliciones. Los magistrados Linares y Lizarazo hacen un salvamento de voto y plantean dudas sobre la seguridad jurídica y la claridad que deben tener los candidatos en torno a este tema. Se menciona que la Corte Constitucional fundamenta su sentencia en una sentencia de reemplazo del 14 de octubre del 2021, que no estaba vigente al momento de los hechos del caso en discusión. Esto lleva a cuestionar si el alcalde de Girón habría tenido el mismo resultado o si habría sabido que no estaba habilitado para apoyar a un candidato de la coalición y que necesariamente debía apoyar al candidato de su partido cuando no existía una providencia que estableciera un precedente claro en relación con la doble militancia en coaliciones. En consecuencia, se plantea la importancia de aclarar y brindar seguridad jurídica a los candidatos en este aspecto.



	Sentencia SU-020 del 2022. Estado de cosas inconstitucional en materia de seguridad de firmantes del Acuerdo Final de Paz.

	Personas participantes 

	· Cristina Pardo Schlesinger, Magistrada de la Corte Constitucional 
· Reinere Jaramillo Chaverra, Magistrada de la JEP 
· Paola Andrea Acosta Alvarado, docente investigadora de la Universidad Externado de Colombia 

	Principales puntos abordados en las presentaciones y en la discusión

	· Cristina Pardo Schlesinger, Magistrada de la Corte Constitucional 
· La sentencia se motivó por varias acciones de tutela por firmantes del Acuerdo Final de Paz, que le pedían a la Unidad Nacional de Protección otorgar medidas de protección, mantenerla o no prorrogarlas, al igual que nuevos estudios de riesgo para la protección individual de las personas que interpusieron las acciones de tutela. Aparte de esas medidas de protección, también le pedían a varias instituciones del gobierno cumplir el acuerdo de paz, tener un concepto de seguridad más amplio de las personas en procesos de reintegración o de reincorporación que las medidas de protección individuales. La doctora Pardo resalta especialmente la solicitud de un lenguaje que no fuera estigmatizante para los firmantes, que se cumpliera el punto 3.4 sobre las garantías de seguridad para los firmantes, que las entidades del Estado actuaran con mayor coordinación y se destinara mayores recursos. 
· La sentencia analizó en primer lugar el acuerdo de paz, y los compromisos en materia de seguridad de los firmantes. Además, analizó los reglamentos que habían regulado el acuerdo de paz, desarrolló los conceptos de seguridad humana, entendida como una seguridad colectiva antes que individual.  Se emitió órdenes concretas para proteger a las personas que habían puesto tutelas y solicitado medidas de protección individuales, así como una declaración del estado de cosas inconstitucional en materia de seguridad. Esta declaración se basó en la grave situación de violencia, amenazas y asesinatos de firmantes del acuerdo de paz, así como la inactividad estatal en implementar la política de seguridad. La sentencia ordenó asignar recursos, convocar a instancias de seguridad y coordinar medidas para proteger a los firmantes. También se menciona que hubo algunas personas que presentaron salvamentos de voto, expresando desacuerdo con la declaración del estado de cosas inconstitucional y la creación de una sala de seguimiento.
· Del mismo modo, se señala que después de la sentencia, han continuado sucediendo nuevas agresiones y hostigamientos contra los firmantes del acuerdo de paz, lo que ha llevado a nuevas acciones judiciales, como audiencias públicas para examinar las garantías individuales y colectivas, así como el desempeño de la Unidad Nacional de Protección.
· Reinere Jaramillo Chaverra, Magistrada de la JEP 
· La doctora Reinere señala cómo comenzaron las medidas cautelares en la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) a principios del año 2020. Se destaca la preocupación que surgió debido a que los firmantes del acuerdo de paz estaban siendo asesinados, lo que ponía en peligro la paz estable y duradera que se buscaba alcanzar en el país. La JEP, como entidad constitucional, sintió la responsabilidad de contribuir a materializar el Estado Social de Derecho y garantizar el cumplimiento de los acuerdos de paz.
· Ante esta preocupante situación, la JEP se enfrentó a la discusión sobre qué acciones tomar para proteger a los comparecientes y garantizar el funcionamiento adecuado del sistema integral de verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición. Se reconoce que tomar medidas cautelares de manera oficiosa es excepcional, pero el asesinato constante de los comparecientes, que eran integrantes de la antigua guerrilla y miembros de la fuerza pública sometidos a la JEP, requería una respuesta inmediata.
· La oficiosidad en las medidas cautelares se consideró como la vía para abordar esta situación crítica y garantizar la reconciliación y consolidación de la paz en el país. De esta manera, la JEP asumió la tarea de adoptar medidas cautelares oficiosas para proteger a los comparecientes y asegurar la continuidad de los esfuerzos hacia la paz estable y duradera.
· Además, la JEP investigó la institucionalidad establecida en el acuerdo de paz y encontró que no estaba cumpliendo con su mandato constitucional de garantizar la seguridad de los comparecientes. A pesar de que se emitieron medidas cautelares a más de 30 entidades nacionales y territoriales, los asesinatos y desplazamientos seguían ocurriendo, lo que dificultaba los procesos de reincorporación social, política y económica de los excombatientes.
· La JEP considera que decretar un estado de cosas inconstitucional sería una herramienta para presionar al gobierno y a las entidades estatales para que cumplan de buena fe con lo establecido en el acuerdo de paz y en las sentencias de la Corte Constitucional. Además, se destaca que la politización del proceso es importante para que el país tome conciencia de la necesidad de cumplir con los estándares y obligaciones establecidas. Por último, se menciona que la sentencia es una oportunidad para seguir articulando acciones estructurales y no estructurales a nivel territorial, departamental y municipal. Sin embargo, el desafío principal radica en lograr que la institucionalidad del país se comprometa seriamente a cumplir con lo acordado en el acuerdo de paz y ratificado en la constitución, con el aval de la Corte Constitucional.
· Paola Andrea Acosta.
· Hace un comentario acerca de la importancia y necesidad de cumplir con los acuerdos de paz, específicamente en lo que respecta a los mecanismos de garantía y protección que existen para asegurar la seguridad de los firmantes del acuerdo. Sin esto, es prácticamente imposible lograr el objetivo de la paz y el papel del Sistema Integral para la Paz, que busca reivindicar los derechos de las víctimas y alcanzar la reconciliación en el país. La Corte Constitucional reconoce que el problema de incumplimiento es estructural y generalizado, por lo que decide declarar un estado de cosas inconstitucional. En esta declaración, la Corte emite órdenes puntuales respecto a los accionantes en el marco de la acción de tutela, pero también prevé medidas más abiertas y “dialógicas” que involucran a más actores, incluyendo a la JEP

	Preguntas formuladas por la moderación y el público y puntos importantes de las respuestas

	· Los trámites cautelares para la JEP han sido una oportunidad rotunda para ofrecer respuestas tempranas a los comparecientes, víctimas y a las personas en general.El trabajo realizado por la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), específicamente por la Sección de Ausencia, durante el trámite cautelar puede ser interpretado como un amparo estructural. Esto se debe a que las medidas cautelares implementadas por la JEP tienen un enfoque restaurativo, lo que significa que buscan abordar y corregir las problemáticas de fondo, se realiza un diagnóstico minucioso de la situación y emite órdenes cautelares que involucran a múltiples entidades con diversos propósitos. Estas medidas no se limitan a abordar situaciones individuales, sino que buscan abordar problemas sistémicos y contribuir a la construcción de una paz duradera. Siendo esto así, ¿los trámites cautelares no podrían ser también entendidos cómo amparos estructurales? 
· Respecto a la eficacia de la decisión, teniendo en cuenta las dificultades que comenta la doctora Pardo, ¿qué tan oportuno y qué tan eficaz es seguir este tipo de decisiones cómo se han venido abordando? ¿o si resulta prudente algunos otros mecanismos en el escenario de supervisión para asegurar la materialización de las órdenes que se dan en el marco de estas decisiones?
· ¿Cómo va el cumplimiento de las órdenes de la Corte Constitucional, por una parte, y de la Jurisdicción Especial para la Paz, por otra parte? 

	Cita de frases importantes dichas por los invitados.

	· Reinere Jaramillo.
· “La JEP, como entidad constitucional, sintió la responsabilidad de contribuir a materializar el Estado Social de Derecho y garantizar el cumplimiento de los acuerdos de paz”.
· Cristina Pardo.
· “Los firmantes quedaban a merced de la protección estatal cuando ellos ya habían cumplido la obligación de entregar las armas, por lo cual hay una asimetría en el cumplimiento de obligaciones derivadas del Acuerdo de Paz”.

	Principales conclusiones del panel/conferencia.

	· Se destaca la importancia del diálogo judicial entre la Corte Constitucional y la JEP como actores esenciales para la construcción y materialización del estado social de derecho. El mecanismo de supervisión creado por la Corte involucra a la JEP y reconoce la eficacia de sus avances en los trámites cautelares, reconociendo la pronta actuación de la JEP en este contexto.



